Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Son las 17:06). 


—De acuerdo con el artículo 107 del Reglamento de la Asamblea General, corresponde 
designar presidente y vicepresidente de la comisión. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Propongo como presidenta de la Comisión Especial para el Seguimiento de la 
Situación Carcelaria a la señora legisladora Passada. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar la propuesta de la señora legisladora. 
(Se vota). 
9 en 10. Afirmativa. 
(Ocupa la presidencia la señora legisladora Passada). 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 17:07). 


—Supongo que todos conocemos la integración de la comisión, pero creo que hay algunas 
ausencias. 


SEÑORA SECRETARIA.- Faltan con aviso los señores legisladores Besozzi, José Carlos Cardoso, 
Gelman, Penadés y Radío. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores senadores están de acuerdo, postergaríamos la elección del 
vicepresidente de la comisión para la próxima sesión. 


En su momento, cuando se tuvo el fallo de la elección del comisionado parlamentario, lo 
primero que le dijimos fue que esta comisión quería recibirlo a los efectos de poder tener un 
intercambio. La señora legisladora Payssé realizó algunas gestiones en ese sentido y me manifestaba 
recién que el señor comisionado parlamentario estaría en condiciones de venir en el día de hoy a los 
efectos de transmitirnos tres o cuatro aspectos concretos de inicio de su trabajo, de tal manera que 
podamos darle el visto bueno en algunos temas. 


El señor comisionado parlamentario tiene un trabajo iniciado y, sabiendo quiénes integrarían 
esta comisión, los ha mantenido informados de las tareas que ha venido desarrollando. Si algún señor 
legislador no tiene el material, se lo haremos llegar una vez que termine esta sesión. 


Antes de continuar, la comisión debe ponerse de acuerdo en el régimen de trabajo; en ese 
sentido, tendríamos que ver si se mantiene el tercer jueves de cada mes a la hora 17 como fecha de 
reunión. Nuestra propuesta es reunirnos mensualmente debido a que se deben hacer más tareas fuera 
que dentro de la comisión. 


En síntesis, ¿mantenemos el tercer jueves de cada mes a las 17 horas? 


SEÑOR VERRI.- Consulto si la comisión se podría reunir dentro del período de sesiones ordinarias de 
la Cámara, es decir, del 1.* al 18, en función de que varios legisladores estaremos aquí, sobre todo 
contemplando a los que venimos del interior. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Solicito que por secretaría se haga la ronda de contactos para ver si realmente no 
hay problema con este horario y este día en el mes, que se había elegido por ser el que encontramos 
con menos problema, aunque no me niego a volver a analizarlo. 


No recuerdo si las comisiones que integro, que se reúnen cada 15 días, lo hacen 
coincidentemente el tercer o último jueves del mes. Por ello planteo que por secretaría se realicen los 
contactos correspondientes y, si hay acuerdo, se actúe como se hizo para la convocatoria de hoy y 
como se hacía en la legislatura pasada, cuando nos reuníamos el tercer jueves de cada mes. 


SEÑORA AYALA.- No tengo inconveniente en reunirme el día jueves, siempre y cuando sea después 
de las cinco y media de la tarde, no antes. 


SEÑORA MINETTI.- En la legislatura anterior nos reuníamos el último jueves de cada mes —más 
temprano- y el último viernes del mes visitábamos las cárceles. 


Estoy de acuerdo con la señora legisladora Payssé y diría que si no hay un entendimiento 
ahora, podemos dejarlo pendiente para la próxima sesión, aunque en realidad me inclino por el último 
jueves del mes, ya que el primer, segundo y tercer jueves hay representantes que tenemos comisiones 
y se nos puede complicar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo a los distintos planteos realizados por los señores legisladores, 
le solicitamos a la secretaría que vea la posibilidad de que nos reunamos el tercer o el último jueves del 
mes y que se lo comunique también al resto de los miembros de la comisión que no están presentes. 
En base a eso se haría la convocatoria, con la característica planteada por la legisladora Minetti: 
destinar un día al llamado trabajo de campo. 


Repito que la secretaría se encargará de recoger la opinión —vía mail o por teléfono— del 
resto de los legisladores que no están presentes. 


(Ingresa a sala el comisionado parlamentario). 


—Agradecemos la presencia del señor comisionado en esta comisión. Anteriormente la 
presidencia manifestó a los legisladores que la comisión coordinará una reunión un poco más amplia 
para tratar temas más concretos, pero en este momento le interesa saber qué temas se han venido 
desarrollando, qué ejes está considerando el comisionado, así como abordar temas específicos que 
quizás el comisionado quiera incorporar para su tratamiento. 


SEÑOR PETIT.- Muchas gracias. 


Agradezco mucho haber sido citado hoy y reitero mi gratitud a los señores legisladores por 
haberme nombrado para esta tarea, que asumo al servicio y para el asesoramiento de todas las 
bancadas integrantes del Parlamento nacional. 


Siempre que me invitan a un lugar, me gusta ir con algo. Traje algunas carpetas en las que 
incluí un ayudamemoriía de los temas que voy a comentar. Los informes que presenté ya están 
colgados en la página del Parlamento. Uno de ellos se refiere a las madres privadas de libertad con 
hijos, otro a un episodio de violencia que tuvo lugar en el Penal de Libertad y hay otro informe, recién 
terminado, que tiene que ver con la situación del Comcar, donde en el último mes hubo tres muertos, 
un herido grave y múltiples lesionados en virtud de un estado de violencia que se sigue sosteniendo en 
tres módulos; esto es una de las máximas preocupaciones. 


Para tratar de ser sucinto voy a decir que en el ayudamemoria los señores legisladores van a 
encontrar los puntos centrales de lo que han sido estos meses. Inicié la tarea el 27 de octubre y 
procedí a reactivar la oficina con el equipo que estaba, salvo una persona. Traté de establecer cuáles 
eran las pautas de trabajo y la visión de que la nuestra no es una defensoría jurídica sino una oficina 
de protección de derechos humanos. Inmediatamente, ya el 28 de octubre, empecé a realizar visitas. 


Trabajamos en base a las nuevas normas internacionales acerca de personas privadas de libertad y 
fue así que construimos lo que llamamos una escala de riesgo —que es un interrogatorio temático que 
realizamos, en algunas circunstancias, a los privados de libertad para conocer su situación— y un 
protocolo de visitas —que es un documento de unos 80 puntos en el que están contenidos todos los 
estándares mínimos referidos a la privación de libertad—, de manera de poder valorar objetivamente la 
situación de cada centro. El objetivo es tener indicadores propios y un panel de monitoreo que permita 
establecer la situación de un establecimiento penitenciario, no solamente por la opinión del 
comisionado o su equipo, sino en base a indicadores objetivos que puedan, a su vez, ir variando a lo 
largo del tiempo y que sean accesibles para todos los legisladores. 


Otra acción que realizamos —que, afortunadamente, ya está operativa esta semana y el lunes 
va a ser puesta en práctica— es la digitalización de todas las fichas de intervención. Tenemos una 
oficina muy ordenada y prolija fruto, como saben los señores legisladores, de una tarea sumamente 
encomiable y sobria que realizó el anterior comisionado parlamentario, Álvaro Garcé, quien sin duda es 
un referente para esta tarea y para mí. Procedimos a realizar lo que era la construcción de una ficha 
digital con el departamento de construcción de software del Parlamento, aprovechando los recursos 
propios de la casa. En la Comisión Administrativa hemos encontrado una amplia respuesta, tanto en lo 
que puede ser la parte informática de software, como en lo relativo a los servicios para los traslados, 
las impresiones y toda la parte administrativa para la realización de actividades. 


Esta digitalización de la ficha nos va a permitir retomar casos de internos o de personas que 
vienen a la oficina, establecer estadísticas de procedencia, causal por la que se consulta, seguimiento, 
pasos dables, etcétera, en un banco de datos accesible por todos los asesores y quienes trabajan en la 
oficina. Es un pequeño paso que se ha podido dar, también, gracias al know how, a la buena voluntad y 
al apoyo de los servicios del Parlamento. 


Después creamos un espacio de innovación penitenciaria, en el convencimiento de que estos 
temas son duros. Muchas veces, lamentablemente, tenemos más malas que buenas noticias y la 
impresión de la gente es que no hay cosas buenas, pero sí las hay, y muchas. Creamos un espacio de 
innovación penitenciaria para tratar, cada cuatro meses, de presentar buenas prácticas y, en base a 
ellas, discutir y plantear caminos a seguir. Realizamos una reunión el 10 de diciembre —el Día de los 
Derechos Humanos- aquí, en el pasaje Acuña de Figueroa. Hubo legisladores presentes y estamos 
prontos para realizar el segundo espacio de innovación penitenciaria, que va a tratar sobre educación y 
cárcel. Hay una movida muy grande en este momento con el tema educativo —en la que estamos 
participando-, llevada adelante por el Codicén y por otras entidades educativas; eso será el día 9 de 
junio. 


En el mes de setiembre se va a realizar el tercer espacio de innovación penitenciaria sobre 
salud mental y privación de libertad. A su vez, procedí a realizar reuniones interinstitucionales para 
presentarme y plantear la visión del mandato y el mandato legal a distintas entidades públicas y 
algunas organizaciones no gubernamentales en el entendido de que nuestra oficina debía tener muy 
buenos canales de comunicación y puntos focales en distintos organismos para poder vehiculizar los 
problemas y las situaciones que ocurrieran. Si se nos presenta una familia —-más allá de que el planteo 
sea jurídico, de defensa o puntual—, tenemos que ser capaces de conectarla con instituciones sociales, 
con el Mides, con las intendencias, con instituciones del área de la salud o de apoyo psicológico, 
etcétera. 


En el mandato para la promoción de los derechos humanos se expresa la sensibilidad del 
Parlamento por estos temas y la intención de estimular a los organismos para que tengan presente la 
temática penitenciaria. El Estado en su conjunto está obligado a respetar los derechos humanos; el 
tema penitenciario y la privación de la libertad son parte de una política pública que les incumbe a 
todos los organismos del Estado y no solo al Ministerio del Interior. Fue con ese espíritu que, además 
de conversar con el Ministro del Interior, me reuní con el subsecretario del Ministerio de Desarrollo 
Social y con el rector y luego el vicerrector de extensión de la Universidad de la República y les trasmití 
la importancia que tiene en muchos países la universidad en el sistema penitenciario, mientras que en 
Uruguay la tiene en contados casos. La buena noticia es que el rector quedó muy entusiasmado y 
enseguida me abrió las puertas para mantener una reunión con el pro rector. Además, a través de la 
oficina del comisionado parlamentario estamos trabajando en tareas de promoción y deseamos que la 
universidad tenga más presencia para desarrollar, junto con el Ministerio del Interior, un despliegue 


mayor en el sistema penitenciario. En ese tipo de acciones nosotros actuamos como simples 
catalizadores, ya que nuestra tarea no es ejecutar o realizar la gestión, pero sí recomendar y fomentar 
que ocurran cosas positivas dentro del sistema. 


También me reuní con el presidente de la Corte Electoral para retomar un viejo planteo que 
había realizado el anterior comisionado parlamentario —y del que hay que tomar nota—, que luego 
formuló la Institución Nacional de Derechos Humanos y que alguna vez fue planteado por algunos 
señores legisladores: me refiero al voto de las personas privadas de libertad. Ese tema es complejo, 
pero se puede arreglar. Si bien la Constitución establece que las personas privadas de libertad sobre 
las que no vaya a recaer pena de penitenciaría pueden votar, hay una ley electoral que establece que 
la votación debe ser en cada circuito. Por lo tanto, habría que hacer algunos ajustes para que las 
personas privadas de libertad pudieran votar. ¿Por qué nos interesa este tema? Porque, desde el punto 
de vista de la simbología cultural y de lo que significa el voto, sería una señal muy fuerte en favor de la 
integración y en contra de la exclusión social de las personas que están bajo un proceso judicial. 


Asimismo, mantuve una reunión muy importante y muy interesante con el presidente del 
Codicén, quien me autorizó para que les comentara algunas de las conclusiones a las que hemos 
llegado. Él está trabajando para que los cursos que tanto UTU como Secundaria tienen dispersos se 
puedan concentrar en una sola política. Conversamos sobre una idea que a él le pareció muy atendible 
y que consiste en que, si asumimos que en los tres grandes centros —como son el Penal de Libertad, 
el de Canelones y el Comcar— está casi el 60 % del total de la población penitenciaria, se podría 
establecer allí un auténtico faro educativo con un liceo y un local de UTU que brinde cursos a las 
personas privadas de libertad. De alguna forma, se intentaría superar el esquema actual de pequeños 
cursos puntuales o talleres que muchas veces no completan la currícula, asumiendo que ese es un 
sistema inclusivo y continuo. La idea es que la persona que dejó de estudiar se reenganche en el 
establecimiento y al salir pueda continuar estudiando en algún centro educativo fuera de los confines 
del penal. Por supuesto, todo esto no se instrumenta en pocas horas, pero es un tema que para el 
presidente del Codicén quedó en carpeta, sobre el que vamos a seguir conversando y también va a 
estar presente en la jornada de sensibilización penitenciaria. 


Imagino que los señores legisladores se preguntarán cómo veo yo modestamente este 
panorama. El equipo que realizó las visitas actualmente está integrado por ocho personas. Intenté 
completarlo con personas que no fueran abogados —no tengo nada contra ellos porque también lo soy— 
porque me parecía que con una perspectiva interdisciplinaria se ampliaba la visión. Por lo tanto, 
tenemos un asistente social, un promotor de salud y en los próximos días, afortunadamente, se 
incorporará un psicólogo. 


Por otra parte, hemos realizado una gran cantidad de visitas. Al día de hoy, el equipo hizo 201 
visitas y personalmente participé en 65 de ellas. Concretamente, recorrí todos los establecimientos del 
interior del país y el Hospital Villardebó. Falta solamente una pequeña cárcel del interior y otra unidad 
en Montevideo. Por supuesto, he realizado reiteradas visitas al Penal de Libertad, al Comcar y al centro 
de mujeres; al Comcar debo haber ido una veintena de veces, dada la situación que existe allí. 


Para resumir el estado de situación, no me canso de repetir que los avances realizados en los 
últimos cinco o seis años realmente han tenido un valor histórico. El sistema penitenciario uruguayo 
había experimentado un deterioro muy pronunciado. Más allá de los esfuerzos que se hicieron en 
distintos momentos, nunca se ha intentado establecer las bases para la construcción de una política 
pública con un modelo diferente. Esas bases se establecieron en los últimos cinco o seis años con 
medidas muy positivas; si bien llevaría mucho tiempo ahondar en ellas, son muy constatables en el 
tiempo. 


De todas maneras, pese a eso, la situación actual es preocupante, porque esas bases 
necesitan un desarrollo, una profundización y una consolidación. Hay avances que son notables; en 
algunos centros se están logrando resultados muy positivos. Tal como señalo en el ayudamemoria, 
podemos mencionar las cárceles de Salto, Durazno, Punta de Rieles, Artigas, el pueblo industrial del 
Comcar y la cárcel de Campanero en Minas. 


Sin embargo, seguimos teniendo una población penitenciaria muy alta; hemos superado la 
barrera de los diez mil internos —estamos en los diez mil cien, que a veces sube o baja un poco—, con 
una tendencia al alza, lo que significa algo más de trescientas personas privadas de libertad por cada 
cien mil habitantes. Es uno de los índices más altos de América Latina. 


Hay que afinar las cifras —esperamos poder hacerlo en los próximos meses con criterios más 
estadísticos y rigurosos—, pero entre el 60 % y el 70 % de la población penitenciaria no tiene actividad 
relevante alguna. En ese sentido, la cárcel no cumple su función integradora y rehabilitadora, lo que 
hace que haya un ocio compulsivo que muchas veces genera violencia o, por lo menos, anomia o 
dificultades para integrarse luego a la sociedad. 


Esta situación es particularmente grave en el Comcar, en el Penal de Libertad, en el centro 
femenino y en algunos puntos del interior del país, como la cárcel de Tacuarembó. Esta falta de 
actividades, en algunos casos, es mucho más grave que lo que significan el encierro o el hecho de que 
durante meses tengan solo alguna salida esporádica al patio. 


Por eso, creo que hay señales rojas de alarma que nos están llamando la atención. En el 
Comcar, en particular en los módulos 8, 10, 11 y 4, hay un porcentaje importante de la población 
penitenciaria total. En el sector de boxes de ese penal, así como en el celdario del Penal de Libertad, 
en el centro femenino y en la cárcel de Tacuarembó existe una situación que hay que atender en forma 
rápida y en la que venimos trabajando con las autoridades. Es bueno señalar que, tanto con el 
Ministerio del Interior como con las autoridades del Instituto Nacional de Rehabilitación y de los centros 
—incluso a nivel de los propios jefes de reclusión—, tenemos un excelente diálogo y existe una apertura 
a recibir nuestros comentarios, denuncias y recomendaciones en un intento por revertir la situación. 


De todas maneras, en cuanto a la situación más crítica de los módulos 8, 10 y 11 del Comcar, 
mi impresión es que no alcanzan los recursos que tienen el Ministerio del Interior y el Instituto Nacional 
de Rehabilitación, sino que se requiere un esfuerzo interinstitucional mucho más grande para revertirla, 
ya que es extremadamente grave. Tres muertos, un herido grave, múltiples heridos y, prácticamente 
todos los días, peleas, enfrentamientos, malos tratos, puñaladas, quejas de la visita, etcétera, sin 
ninguna actividad, constituyen una señal que debe motivar la acción. 


Personalmente, he estado en permanente contacto con todos esos sectores señalados como 
altamente sensibles. Me consta que existe preocupación por parte de las autoridades y que se está 
intentando implementar algunas medidas para estos módulos en particular, pero creo que es muy 
importante seguir de cerca esos pasos, apoyando todo lo que sea pertinente para que esas medidas 
alcancen la profundidad que requiere la gravedad de la situación que allí se vive. 


Desde el punto de vista del Parlamento, quiero decirles que hemos seguido muy de cerca esta 
situación; cada vez que nos llega la noticia de que hay un muerto, nos constituimos allí. Hemos 
recorrido los módulos absolutamente por entero: todos los pisos, todos los sectores, los calabozos, los 
patios y cada una de las celdas, y aplicamos lo que llamamos la escala de riesgo —en el caso del 
Comcar a los módulos 8 y 11-— a más de 210 internos. Eso nos permite tener una información muy 
afinada y un conocimiento muy detallado de todo lo que ocurre allí adentro y alertas tempranas de 
problemas, aún antes que los propios operadores del sistema. 


De alguna manera, el Parlamento está dando una señal fuerte al estar detrás de esas 
situaciones y enfrentarlas colaborativamente. No se puede negar que existen y tampoco hay que salir a 
agitarlas, pero, con la debida sobriedad y corrección que estas situaciones requieren, hay que 
instrumentar medidas de protección de la vida de todas las personas: las que están privadas de 
libertad, los funcionarios que trabajan en el lugar y los visitantes. En ese sentido, en la carpeta van a 
encontrar un informe sobre la situación del Comcar a la que hago referencia. 


Para terminar con esta somera presentación —-como verán esto es bastante grande—, quisiera 
referirme a otros informes que elaboramos. Uno de ellos refiere a la situación de las madres privadas 
de libertad con hijos y el traslado de la institución El Molino a la unidad n.? 5 ubicada en Colón. 
Considero que sería interesante que los señores legisladores vieran la institución. Entiendo que el 


traslado es totalmente inadecuado. Se han realizado varias actividades y muchísimos organismos del 
Estado nos han manifestado —algunas veces formalmente y otras de manera informal- su 
preocupación por ese traslado, porque se va a insertar una unidad de niños menores de edad con sus 
madres en un establecimiento como el Centro Metropolitano Femenino de Colón, que no está en 
buenas condiciones ni tiene un clima adecuado, ya que allí existen tensión y violencia. 


Para tomar un camino propositivo y constructivo, y atendiendo a que este traslado es 
supuestamente transitorio —y nos parece muy negativo-, realizaremos una reunión con organizaciones 
vinculadas al tema y entidades públicas como el Mides, el Ministerio de Salud Pública, la Facultad de 
Psicología, Uruguay Crece Contigo y el Sistema Nacional de Cuidados para elaborar las pautas de lo 
que debería ser un modelo permanente como el que el país y esta población se merecen. 


Otro de los informes tiene que ver con una situación de violencia que se vivió una noche en el 
piso 5 del Penal de Libertad. Un grupo de internos salieron rompiendo la pared, ganaron el patio del 
módulo, quemaron unos colchones y provocaron disturbios. Luego, cuando entró la guardia se produjo 
una situación de violencia que terminó con varias personas heridas. Una vez que nos enteramos de 
eso, fuimos al otro día. Nos pareció oportuno no entrar al módulo ese día porque había una situación 
muy sensible e inestable entre los internos y la Policía; no obstante ello, hablamos con el jefe de 
reclusión y fuimos al día siguiente. Entramos al módulo con el equipo, ganamos celda por celda y 
aplicamos la escala de riesgo —término sobre el que me van a escuchar hablar en las próximas 
reuniones que haremos- a los setenta y cinco internos que estaban en el sector. Eso nos permitió tener 
una información bastante acabada y detallada sobre lo ocurrido; elaboramos un informe y lo remitimos 
al Ministerio del Interior, a la dirección del establecimiento y a la Justicia actuante. Todo indica que la 
intervención de la guardia —una vez controlados los internos que habían provocado el disturbio— fue 
más allá, ya que procedieron a abrir las celdas de aquellos que estaban encerrados y no habían 
participado de disturbio alguno, los sacaron de sus celdas, los pusieron en el piso, los golpearon y a 
muchos, inclusive, les dispararon sus balas de goma. Esa es la conclusión a que arribamos luego de 
recibidos múltiples testimonios de parte de las autoridades del centro y de los funcionarios policiales 
intervinientes. 


Otro informe que realizamos respecto de un tema muy delicado y que aún sigue abierto — 
luego de terminado tuvimos una reunión con el Ministerio del Interior— tiene que ver con un tema que 
se ha dado en el marco del desarrollo de un programa de seguridad especial, situación que ya había 
sido planteada por la Institución Nacional de Derechos Humanos. El día 24 de diciembre, al mediodía, 
fui a visitarlos con mi equipo. En el caso que nos ocupa, había unas veinticinco personas, la gran 
mayoría autores de delitos graves que habían tenido resonancia pública, bajo un régimen que se 
denomina de aislamiento. Estas personas salían de su celda solamente en un momento del día para ir 
al baño y no tenían contacto de ningún tipo con el mundo exterior: ni libros, ni periódicos, ni 
actividades. 


Comprendimos lo delicado de la situación, pero entendimos que estaba por fuera de la 
normativa. Por supuesto manejamos esto con absoluto cuidado. Nos reunimos con el señor ministro, le 
planteamos nuestra inquietud y, en medio de esta preocupación, la buena noticia que se nos dio es que 
se estaba construyendo un módulo doce nuevo, de seguridad, para este tipo de población. 


Se nos invitó a visitar ese módulo, cosa que hicimos antes que ninguna otra institución 
pública y realmente esta fue una señal muy positiva. Allí, el director del Instituto Nacional de 
Rehabilitación nos explicó su funcionamiento y pudimos ver que el lugar ofrece condiciones muy 
correctas desde el punto de vista edilicio, pues dispone de celdas individuales, con baño, ducha, 
ventana por la que entra luz y se puede ver el cielo y una mesa donde se puede trabajar. Además, hay 
un patio a donde se puede salir e incluso hay un salón de actividades. 


Ante esto, lo que hicimos fue esperar para ver cómo evolucionaba la situación. Como el 
traslado no se concretaba, aplicamos la escala de riesgo en el piso 5.* de Jefatura, y entrevistamos a 
las veinticinco personas que estaban privadas de libertad, y nuevamente pudimos recabar una enorme 
información. Hemos seguido de cerca esta situación y podemos informar que esas personas ya fueron 
trasladadas al módulo 12, donde las condiciones de alojamiento son muy correctas. En este momento, 


estamos conversando con las autoridades a efectos de que se mejoren las condiciones y se rompa el 
régimen de aislamiento a que estaban sometidas. 


En el material que he entregado figura una carta que hemos pensado enviar al presidente de 
la república, no con la finalidad de buscar protagonismo o de ser invitados al diálogo en torno a la 
seguridad pública —que está fuera de mi ámbito, por ser un diálogo político—, pero me pareció 
importante que esa instancia no perdiera de vista que uno de sus pilares es el sistema penitenciario. 
Sin dudas, el tema de la seguridad pública es muy complejo: hay una parte operativa que tiene que ver 
con el funcionamiento de los mecanismos y dispositivos de seguridad —ya sea policías, patrulleros, 
vigilancia—, otra relacionada con la convivencia en los espacios públicos, con la prevención primaria, 
con el trabajo en la comunidad; y sin duda la parte legislativa, que incumbe a esta casa, así como la 
aplicación de la Justicia y de penas a quienes cometen delitos. Ahora bien, hay una parte más, que es 
muy importante, que es el trabajo de reeducación o de profilaxis del delito. Precisamente, la 
Constitución de la República establece que en ningún caso la cárcel servirá para martirizar a las 
personas privadas de libertad, sino para asegurar su reeducación y la profilaxis del delito. Con esa 
terminología un poco antigua, el mandato de la Constitución es muy claro: seguridad para. La 
seguridad tiene un fin, que es reeducar e integrar. 


Me pareció muy importante tener en cuenta que si bien las bases de la reforma penitenciaria 
están sentadas -insisto, es una reforma histórica que rompe el camino de deterioro que se venía 
dando- me preocupa que en este momento estén estancadas, porque si no se desarrollan, se caen. 
Esa reforma penitenciaria tiene que lograr romper el ciclo de reincidencia y según datos oficiales 
públicos se estima que actualmente alcanza el 60 %, aunque probablemente sea más. Es muy difícil 
medir la reincidencia en cualquier parte del mundo; estuve leyendo varios artículos de países que están 
bastante más avanzados que el nuestro en este tema y la medición de reincidencia siempre es muy 
compleja. Si tenemos en cuenta los datos que tenemos de la gestión penitenciaria, se estima que en 
Uruguay hay un 60 % de reincidencia. O sea que si hoy tenemos diez mil internos, seis mil van a 
reincidir. De acuerdo con lo que se percibe y con lo que dicen los gestores del sistema penitenciario y 
de justicia, muy probablemente aquellos que vayan a reincidir lo hagan en el primer año de liberados. 
Según los criminólogos las personas que delinquen cometen alrededor de diez delitos, con lo cual, 
grosso modo, estaríamos hablando de 60.000 delitos, lo que representa una importante cantidad. 


Las cárceles uruguayas que están funcionando mejor y a las que me referí recién —por 
ejemplo las de Durazno, Punta de Rieles, Artigas, Melo, etcétera— no funcionan así porque vayan los 
mejores presos. En tal sentido, es importante destacar que son los mismos internos que participan en 
problemas de violencia en lugares donde no había programas educativos, porque lo que genera la 
violencia interna es la falta de programas educativos. Con la implementación de esos programas la 
reincidencia baja, por lo menos a la mitad, con lo cual, si logramos que el sistema penitenciario alcance 
un nivel parecido de densidad programática y educativa al que existe en algunos lugares donde se han 
obtenido logros importantes —como en los centros que señalaba—, podemos reducir la cantidad de 
delitos a 30.000 al año. Es interesante ver este panorama desde otro punto de vista. El cumplimiento 
de los derechos humanos a personas privadas de libertad —como el derecho a la educación, a la salud, 
a la vivienda, a una familia, etcétera— evita el uso de la violencia; es un mandato constitucional y 
también un objetivo para prevenir toda violencia social. 


También quiero destacar el buen diálogo que hay con las autoridades. Hay un conjunto de 
cambios cotidianos que son invisibles, que generan el accionar de nuestra oficina que siempre actúa 
en nombre del Parlamento. A veces se hace un poco largo explicar que soy el comisionado 
parlamentario, que vengo de mi oficina y que mi tarea es tal o cual, y simplemente digo: «Vengo por un 
mandado del Parlamento». En lo personal, es un gran orgullo actuar en nombre de esta casa. 


Por otra parte, hemos establecido una metodología en las visitas, y además de hacer 
entrevistas individuales con las personas privadas de libertad, siempre recorremos algún sector del 
establecimiento según las posibilidades o su magnitud y luego le hacemos comentarios al director o al 
jefe de reclusión. Estos comentarios a veces ni siquiera llegan al papel, son situaciones que se 
resuelven y que tienen que ver, por ejemplo, con calabozos que están en mal estado o baños que no 
funcionan, personas que están sancionadas y no se les levanta la sanción, indebidamente, que 
requieren atención médica y no han sido atendidas, que no reciben visitas, que no cuentan con 
recursos económicos para financiar la visita de su familia, etcétera. Hay una larga lista de problemas y 


nosotros hacemos de catalizadores. Esto de alguna manera marca la presencia del Parlamento en una 
situación tan sensible como es la protección de los derechos humanos en esas situaciones tan 
extremas. 


De esa manera cumplimos con el mandato, el rigor y la profundidad que a veces requieren 
estos informes con recomendaciones que apuntan a la construcción de un modelo de política pública — 
creo que es objetivo de todas las bancadas-y siento la responsabilidad de trabajar para todo el arco 
parlamentario. Entiendo que trabajar en este tema es de consenso nacional, pero también implica dar 
una respuesta a aquellas personas que no tienen ningún contacto con alguien que las pueda orientar y 
que han sufrido múltiples desgracias. Es notable trabajar en esta oficia porque se ve cómo el delito y la 
violencia son el resultado de una cantidad de desamparos, abandonos, carencias y vulnerabilidades 
acumuladas que generan nuevas formas de violencia y de desamparo y el desafío es tratar de romper 
ese ciclo. 


De alguna manera siento que, con estas acciones y con este desarrollo programático 
tratamos de que el Parlamento esté presente en esta área tan sensible y estratégica para disminuir la 
violencia y proteger los derechos de las personas de la sociedad. 


En la carpeta que he distribuido hay más documentos. 


Ahora, simplemente, quedo a las órdenes de los señores legisladores para responder las 
interrogantes que deseen formular. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Consultamos al señor comisionado si aquí están todos los informes que fue 
entregando a quienes estábamos en la comisión, previo a la elección del comisionado parlamentario. Si 
llegara a quedar alguno en carpeta, le solicitamos que lo haga llegar a la secretaría porque la idea es 
que lo puedan tener todos los miembros que integran la comisión. 


SEÑOR PETIT.- El que quedó en carpeta es el informe sobre el programa de seguridad especial 
porque como la situación de la cárcel central fue trasladada y claramente mejorada, me pareció que 
era oportuno esperar y monitorear el tema para tener una opinión más acabada y no generar inquietud 
por un tema que estaba siendo abordado por las autoridades. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Correcto. 
SEÑOR GALLO..- Ha sido un gusto conocerlo. 


Obviamente, tenemos mucho material para estudiar. Recién estamos comenzando en esta 
tarea, por lo que no estamos muy vinculados al tema carcelario. De todas formas, le pediría al señor 
comisionado parlamentario si nos puede mandar la escala de riesgo —que, según dijo, será muy 
importante en el desarrollo después de las visitas—, a los efectos de saber bien de qué se trata y cómo 
se aplica. 


SEÑOR ABDALA.- Me sumo a la bienvenida al doctor Petit. Me alegro mucho de su designación y lo 
felicito por el trabajo que viene desarrollando. Cuando digo «me alegro» hago referencia, entre otras 
cosas, a la circunstancia de que advierto que la Asamblea General tomó una decisión atinada cuando 
confió en el doctor Petit para llevar adelante esta responsabilidad tan delicada. Aclaro que digo esto a 
partir de los informes que hemos recibido en el día de hoy pero, al mismo tiempo, por lo que ya hemos 
constatado ha sido su actuación desde que fue designado en esa función. 


Me alegro mucho de las mejoras y de las buenas noticias que, por cierto, siempre son 
estimulantes y no solo me apresuro a reconocer los avances, sino que por supuesto los celebro. Ahora 
bien, naturalmente, me preocupo —como creo que todos nos preocupamos o debemos preocuparnos— 
del tenor de alguno de estos informes que acaban de ser distribuidos. El primero de ellos es el que 


tiene que ver con los episodios de violencia en el Comcar. Al respecto, habíamos tenido ya alguna 
noticia porque el doctor Petit hasta ahora había tenido el tino —en ausencia de esta comisión, porque 
aún no había sido constituida— de dirigirse a los legisladores que oportunamente habíamos integrado la 
comisión que trabajó en el proceso y que luego desembocó en su designación. Si bien teníamos 
conocimiento de las dos primeras muertes de la Unidad 4, ocurridas el 27 y 28 de marzo porque, 
incluso, habían tomado estado público, me notifico ahora —por lo menos quien habla— de todo lo que 
vino después. Francamente —aclaro que esta es una valoración de carácter absolutamente objetivo—, 
creo que es muy alarmante advertir la condensación de episodios de violencia en un mismo sector o 
sectores durante los últimos treinta días. Esto es lo que consigna el informe que se nos acaba de 
distribuir. El hecho de que episodios de este tenor o de esta naturaleza ocurran en el sistema carcelario 
no es nuevo y, obviamente, todos lo sabemos. De todas formas, creo que la circunstancia de que — 
reitero— se condensen estos hechos en un período tan corto y que, en función de eso, tengamos en un 
mismo sector tres muertos, un herido grave y otros episodios de violencia muy graves a lo largo de la 
secuencia que aquí se ha relatado, sin duda debe merecer nuestra atención y preocupación. La idea 
no es generar alarma pero sí darle a las cosas la importancia que tienen. Me inquietan mucho las 
conclusiones y creo que el comisionado parlamentario es categórico cuando habla de una grave y 
excesiva situación de violencia, cuando reclama una acción planificada o integral, pero que debe ser 
urgente, y menciona un cuadro sombrío y preocupante. Creo que en este aspecto debemos detenernos 
y por eso me gustaría hacer un par de preguntas complementarias —sin iniciar una discusión sobre el 
tema- a lo que ya nos transmitió el doctor Petit. 


En primer lugar, ¿en qué medida esto responde a un deterioro progresivo de las condiciones 
de confinamiento en estos sectores y, por lo tanto, de la realidad del sistema carcelario, sin perjuicio de 
los avances que con anterioridad puedan haberse registrado? Si eventualmente hubo tal agravamiento 
y deterioro, ¿a qué causas debemos atribuirlos? No creo que se trate de algo meramente coyuntural y, 
en tal caso —lo repito—, se trata de una secuencia de hechos tan intensa y concatenada que parece 
responder a situaciones más bien estructurales. 


Por otro lado, me interesaría saber qué medidas está adoptando la autoridad carcelaria; me 
refiero a medidas que estén en conocimiento del comisionado parlamentario. Él demanda aquí 
acciones concretas y en su intervención anterior dijo que las autoridades estaban trabajando en la 
adopción de determinadas medidas, supongo que con el propósito de prevenir episodios en lo posible. 
Ahora bien, esas medidas no aparecen en el informe y lo digo porque, obviamente, en estos temas uno 
debe ser muy serio, muy responsable y contribuir con el Poder Ejecutivo, con la autoridad carcelaria y 
con el Instituto Nacional de Rehabilitación para que, en la medida de lo posible, estas cosas mejoren. 
No quiero interferir ni entorpecer la acción del ministerio ni de la autoridad carcelaria, sino contribuir 
con ella. Por lo tanto, antes que nada me interesa saber —si el comisionado parlamentario nos lo puede 
transmitir— qué medidas se están tomando o qué acciones están en marcha en función de estos graves 
episodios que han acontecido. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quisiera dar la bienvenida al doctor Petit. Me pareció sensato que en una sesión 
de instalación, en la que simplemente íbamos a votar las autoridades, pudiéramos mantener un primer 
contacto con la institución del comisionado parlamentario y me alegro de que haya podido suceder. 
Incluso, agradezco el informe y el ayudamemoria que, obviamente, es a cuenta de más información. 
Está claro que en la primera sesión hacemos simplemente un intercambio para poder empezar a 
ordenar el trabajo, así que le agradezco nuevamente su presencia en esta reunión y su informe. 


Me voy a limitar a hacer alguna pregunta sobre algo que ya conversamos en otras 
oportunidades y que tiene que ver con el traslado de las mujeres con hijos desde El Molino a una parte 
del ex CNR que se está habilitando para esos fines. Estábamos un poco preocupados por algunos 
comentarios e informaciones que se nos habían hecho llegar sobre la situación de El Molino, sobre la 
no voluntad de abandonarlo que tenían quienes allí se encuentran privadas de libertad, a lo que se 
sumó que la comunidad hizo alguna movida al respecto. Por lo tanto, oportunamente fuimos, con la 
señora legisladora Passada y con el comisionado parlamentario, a enterarnos de cómo era el proceso 
y cómo sería el nuevo ámbito donde serían alojadas estas madres con sus hijos. Así fue que 
recorrimos las instalaciones, algunas de las cuales ya están ocupadas por mujeres privadas de 
libertad, pero sin hijos, y también fuimos a la otra ala donde empezaban a realizar el acondicionamiento 


para alojar a las mujeres privadas de libertad que tienen hijos. Con el señor comisionado parlamentario 
compartimos algunas observaciones vinculadas a la infraestructura y a la necesidad de dotar de 
independencia al propio establecimiento; recomendaciones que, según tengo entendido, fueron 
escuchadas. Ahora oigo también decir al señor comisionado parlamentario que este va a ser un ámbito 
transitorio, hasta que se busque un lugar definitivo en el cual se cumplan una serie de condiciones que 
él había establecido y que en su momento tendremos que analizar para ver si con esto alcanza, 
etcétera. 


Pero también he recibido, por lo menos en mi caso, algún informe de ASSE vinculado a una 
de las causas que provocan este traslado, que es perentorio y debe hacerse antes de que arribe el 
invierno, aunque parece que ha venido de manera adelantada en nuestro país. Esto tiene que ver con 
una situación edilicia que es imposible de revertir, según afirman los documentos que tengo, firmados 
por el departamento de arquitectura, pero también por los médicos. Hay una situación de humedad y 
de falta de circulación de aire que ha motivado problemas de salud complicados en los niños y niñas, 
vinculados a afecciones en las vías respiratorias. Esto tiene algún punto de conexión con las causas 
por las cuales estos fenómenos podrían estar no solo produciéndose sino profundizándose, dado el 
estado de situación de la edificación. En efecto, humedades estructurales y de difícil resolución hacen 
que estos fenómenos se acrecienten, sobre todo en épocas de invierno, cuando las ventanas no se 
abren, no circula el aire, etcétera. 


Entonces, me parecía bueno traer el tema a colación porque nosotros hemos seguido 
preocupándonos por esta situación. Creemos que está bueno, además, el haber podido visitar la parte 
del CNR que estará destinada a estas madres. Tendríamos que volver, seguramente, para ver en qué 
están esos avances de reformas y demás, pero nos parecía bueno señalar que a partir de una 
inquietud compartida con el señor comisionado parlamentario, concurrimos, dimos nuestra opinión, 
escuchamos la del señor comisionado parlamentario, y también la de Rosario Burghi, que es la 
asesora en materia carcelaria del Ministerio del Interior. 


Creo que este tema hay que seguirlo; por lo menos en lo personal quiero hacerlo porque es 
una responsabilidad que asumí en mi carácter de legisladora, pero entendiendo que había una 
situación perentoria que había que solucionar. 


En definitiva, la reflexión era si el señor comisionado parlamentario considera que los planteos 
que fuimos haciendo están llevándose adelante y si recibió, además, los informes correspondientes de 
ASSE. Para nosotros este es un tema importante, porque el traslado tenía mucho que ver con temas 
vinculados a la salud y con la necesidad, reitero, de solucionar el problema antes de que se aproximara 
el invierno. 


El señor comisionado parlamentario sabe que puede contar con nosotros para todo lo que sea 
necesario. Hemos tenido ese intercambio que se planteaba aquí, antes de la conformación de esta 
comisión, y lo queremos seguir haciendo. Este es un ida y vuelta, un ámbito de cooperación. Y tiene 
también otra punta, que son las autoridades competentes, con las que seguramente generaremos ese 
ida y vuelta indispensable para tratar de buscar soluciones al sistema carcelario y procurar que siga 
avanzando una reforma que comenzó para quedarse y que tiene etapas que tendrán que seguirse 
concretando. 


SEÑOR PETIT.- Muchas gracias por los saludos y adelanto que les haré circular tanto el protocolo 
como la escala de riesgo. 


En cuanto a lo que planteaba el señor legislador Abdala con respecto a las causas de la 
violencia, en las recorridas fue contundente lo que observamos. Son tres módulos; y el módulo 8, por 
ejemplo, tiene 800 internos. Son módulos muy grandes, con una población muy numerosa. Hay más de 
1000 internos allí, que no realizan ninguna actividad. Y cuando digo «ninguna actividad», no es una 
metáfora. A lo sumo hay algunos que realizan tareas de fajina, que no pueden denominarse de 
capacitación laboral, porque consisten en limpiar a veces el patio y ayudar a repartir los alimentos. Hay 
algunos que, cada tanto, hacen una actividad deportiva una vez por semana, y otros que salen al patio. 


Cabe indicar que el Instituto Nacional de Rehabilitación tiene nuevo director. Se trata de una 
persona —no soy quien para juzgar— que viene con una trayectoria muy positiva desde el punto de vista 
técnico y educativo; fue director del Centro de Formación Penitenciaria, y me consta su preocupación 
por todos estos temas. Creo que el estar preocupados por lo mismo es la base del diálogo. 


A partir de esa visita hubo salidas al patio, aunque parciales y sectoriales, pero claramente la 
violencia está generada por la total falta de actividades educativas, sociales y por las condiciones en 
que se realiza la visita. 


Ahora bien, es muy conmovedor ver cómo se va produciendo el deterioro de esas personas 
privadas de libertad. 


El primer fallecido a finales de semana de turismo era un muchacho de 18 años. En general, 
todos estamos imbuidos de una cultura mediática que transmite —sin querer o queriendo— 
determinadas interpretaciones de las cosas; lo vemos en los diarios cuando se alude a un muerto en el 
Comcar. El fallecido en el día de ayer no sé siquiera si salió en los diarios, pero por lo menos no lo vi 
en los de hoy. Me enteré ayer de tarde del hecho y obviamente no me correspondía a mí anunciarlo — 
algún medio sabía de esto por algún mensaje— y mantuve la reserva. Insisto en que no vi esta noticia 
en ningún medio. O sea, muere alguien en el Comcar y ya casi ni aparece una línea en la prensa. 


Como decía, este muchacho recientemente fallecido tenía todas las condiciones para 
engancharse en algún programa educativo y de rehabilitación; lo mismo puede decirse de los demás. 
Incluso, aunque no se tengan buenas condiciones, es una obligación del Estado aportar esos 
programas. Estuve en la Unidad 5, en la cárcel de mujeres, y pude conversar con la hermana de este 
muchacho, que también está privada de libertad. Se trata de una familia tremendamente humilde y 
carenciada, con una madre que sufrió de todo, que se hizo cargo de una familia numerosa y que está 
tratando de llevar adelante la vida de la mejor manera. La pérdida de este muchacho fue algo tremendo 
y podría haberse evitado. Cuando muere alguien del Comcar, lo habitual es escuchar: «Debió ser 
alguien responsable de una boca de pasta base». A veces me llegan comentarios, mails y cartas de 
gente que dicen: «Usted que los defiende», «¡Al fin se murió otro!», «¡Que se maten entre todos!». 
Realmente, es muy malo lo que está pasando a nivel de cultura pública y ciudadana, y tratamos, 
modestamente, en los medios de comunicación y en los trabajos que hacemos, de explicar la 
perspectiva de todo esto. 


Efectivamente, la falta de actividades es la madre de todos estos problemas. Es un problema 
endémico que existe en buena parte del sistema, pero acá está expresado de una manera muy grave. 
En esos módulos hay prácticamente solo personal de vigilancia. No hay instancias educativas y casi no 
hay operadores penitenciarios. El clima está todo descrito en el informe, por cuanto no quiero ahondar 
ni aburrir a los señores legisladores. 


¿Qué medidas se están tomando y cuáles propongo? Tengo algunas líneas, asumiendo que 
en esto no hay nadie que tenga la verdad revelada ni la fórmula mágica y que es un tema muy 
complejo en todo el mundo, pero Uruguay lo viene acumulando desde hace muchos años. Nos está 
pasando que somos muy estables demográficamente, pero tenemos esta explosión demográfica 
penitenciaria. Repito: Uruguay es un país que tiene estables —o previsible— su población y su matrícula 
educativa, pero de golpe, en pocos años, tuvo una explosión de población penitenciaria. Es 
comprensible, entonces, que colapse el sistema. La población penitenciaria se multiplicó por tres en 
pocos años, pero no así los recursos, las capacidades técnicas ni la cantidad de funcionarios. 


Entonces, repito: hay preocupación en cuanto a las medidas a tomar. Se conformó en el 
Ministerio del Interior un grupo de trabajo con cuyos integrantes estamos dialogando. Tan es así que 
hoy tuve un diálogo con el director general, quien me invitó muy amablemente para la semana próxima 
a fin de comunicarme las medidas y escuchar mis propuestas. Precisamente, estoy elaborando un 
informe, y así se lo hice saber. En esa ocasión planteé que mi preocupación era que estas medidas, si 
bien son positivas, deberían tener la misma magnitud que la profundidad de la crisis y que esto 
requiere de algo que va más allá de una única unidad ministerial. Ese fue el motivo de la carta que me 
atreví a mandar al presidente Vázquez, en el entendido de que así como la reforma penitenciaria nació 
de un acuerdo político y a nivel legislativo —que dio al Ministerio del Interior posibilidades de utilizar 


recursos, de aprobar normas legislativas, de proponer otras pautas, de sancionar decretos, de crear 
una nueva institucionalidad, de implementar una nueva disposición de la fuerza pública para el control 
de la corrupción y para el registro de las posibles vías de ingreso de drogas, y de abrir el escalafón civil 
permitiendo el nombramiento de técnicos y la incorporación de los servicios de salud-— y fue importante 
para despegar del problema, para aterrizar —y por su magnitud actual- es posible que ahora se 
necesite también de un acuerdo de magnitud parecida. 


Las medidas —hoy estuve hablando con el director del Comcar al respecto— pueden tomarse a 
nivel de establecimiento o del ministerio, lo que les confiere una magnitud determinada por la propia 
escala de esos organismos o entidades, pero a veces ocurre, lamentablemente, que la distancia que 
hay respecto a la percepción de las cosas —eso es natural, es humano y a todos nos pasaría lo mismo— 
entre el jerarca y la realidad en cualquier tema, es muy grande. Cuando uno analiza el tema en el papel 
puede parecer que la dotación de ciertos refuerzos a algunos rubros, a cierto personal o a algunas 
medidas de emergencia puede alcanzar. 


Creo que el rol de aquellos que estamos trabajando en el terreno, haciendo la tarea de 
ombudsman, no es la de creer que sabemos más que los demás ni que tenemos la varita mágica, sino 
la de decir que no alcanza con un par de operadores más, ni con reforzar la vigilancia, poner más luces 
o realizar algunos grupos de trabajo, sino que se requiere, realmente, un plan profundo. En ese sentido 
hay que tener en cuenta que en el Comcar está el 35 % de la población penitenciaria del país y que 
abarca una gran cantidad de módulos que dependen de un solo director. Como pueden imaginar los 
señores legisladores, ese director no conoce a las 3.500 personas del establecimiento —que, además, 
van rotando permanentemente— y mucho menos a sus familias ni si todos los internos tienen un 
referente. Si no tienen un referente educativo, no hay alguien que pueda saber qué le pasa a cada uno. 


Entonces, una de las recomendaciones que hacíamos, aparte de encarar realmente un 
reciclaje integral de estos módulos en conflicto, es que cada uno de ellos tenga cabeza propia -llámese 
un director, un referente, un coordinador propio- y un equipo técnico también propio, es decir, 
educadores y operadores penitenciarios con los que se pudiera desarrollar un programa de acción. 


Llevar adelante esto requiere de apoyos importantes y de recurrir, también, a medidas que 
son extraministeriales como, por ejemplo, en el tema de la salud o el de la salubridad. 


Me reuní con el intendente Martínez quien no solo me recibió muy amablemente sino que, al 
poco tiempo, fue al Comcar y estableció algunas medidas de apoyo en cuanto a salubridad, higiene y 
manejo bromatológico de la situación. Creo que eso requiere un accionar continuado y profundizado; 
es una muy buena señal pero creo que requiere también que el propio INR reclame y pida estas cosas. 


El Comcar, como dije, es como una ciudad. Estamos hablando de 3.500 personas, más 600 
funcionarios, más mil visitantes todos los días en que hay visita. O sea que, repito, es una pequeña 
ciudad en la que —esto lo verán los señores legisladores en el informe-— la situación de salubridad es 
muy mala. La plaga de ratas es alarmante, la acumulación de basura también. Se está construyendo 
un hospital penitenciario en medio de ese contexto que requiere un cambio para que, realmente, tenga 
el marco de salubridad necesario. 


Todavía no conozco las medidas que se van tomando pero creo que, probablemente, 
requieran no solo de la potencia que puede dárseles desde el propio Ministerio del Interior o el Instituto 
Nacional de Rehabilitación, sino de algo más. Me refiero a un plus que parta de esta mirada 
interdisciplinaria y de asumir que este es un problema de todos y no solamente de una repartición o de 
quien casualmente esté administrando la cosa pública. 


Para terminar quiero decir, respecto al segundo punto que planteaba la señora senadora 
Payssé, que justamente ayer estuve en la Unidad 5. Fui al sector de seguridad —-que es complejo—, al 
que ya había ido otras dos veces y ya presenté una nota al Ministerio del Interior planteando algunos 
inconvenientes que allí he visto. Uno de ellos lo vimos in situ y, como les decía, en esas recorridas 
tratamos de darle una devolución a los directores e interactuar. El hecho de que la guardia fuera 
masculina en ese sector de seguridad donde había más de veinte mujeres en aislamiento, nos pareció 


totalmente inadecuado. Eso se cumplió. Después se dejó de cumplir por falta de personal y 
actualmente se está cumpliendo, pero lo monitoreamos en forma constante porque como es obvio no 
es una buena práctica que haya hombres controlando a mujeres que están en una situación de 
vulnerabilidad, durmiendo, bañándose, cambiándose, pasando por momentos de angustia o de 
desprotección; no es buena cosa que estén siendo observadas por un guardia. Fuimos al sector por un 
caso puntual y aprovechamos para ver qué era lo que estaba ocurriendo con el aterrizaje de la Unidad 
5. Creo que los problemas siguen existiendo porque se trata de una unidad muy compleja, que tiene 
grandes dificultades de funcionamiento: prácticamente cuenta con doce niveles de atención distintos. 
Tal como decía Foucault, las cárceles son un mundo reticulado, complejo de entender y lleno de 
vericuetos, laberíntico, lo que se aplica en este caso porque realmente son muy variados los niveles de 
atención. Pensamos que algunos de ellos han ido acumulando importantes problemas y tienen una 
enorme carencia de personal, y de personal técnico. Ayer la directora nos decía que para empezar a 
dar una respuesta adecuada necesitaría, por lo menos, cinco asistentes sociales y diez psicólogos. Si 
los señores legisladores van a ese lugar van a poder constatar que ese lugar está muy deteriorado. Las 
ventanas indican un clima de convivencia claramente inadecuado. La limpieza también da señales de 
deterioro. El Molino debe trasladarse a la planta baja, a la zona que vieron los señores legisladores, por 
donde se ingresa. Esa parte era el viejo hospital Musto, un ala que va hacia el oeste. Era un sector 
muy bueno, con un largo corredor que a un costado tiene diez o más salones muy amplios, con un 
gimnasio al fondo, un espacio abierto para actividades y otro espacio de cocina que era usado como 
panadería. Todos esos salones les servían como aula, espacio informático, biblioteca, sala de 
reuniones y talleres a las internas del centro. La llegada de El Molino hizo que todo eso se bloqueara y 
que todos esos espacios se perdieran. Durante la construcción se encontraron con la sorpresa de que 
esos doce espacios con ventanales hacia el exterior fueron tapiados por un doble muro de cemento a 
través del cual hay un pasadizo por donde se espera que caminen las internas que van de un lugar a 
otro para no tener contacto con la población de El Molino. Pero para evitar el contacto se ha perdido el 
uso de las aulas para trabajos grupales y hubo que levantar la panadería. La obra está interfiriendo 
fuertemente con el funcionamiento de todo el centro. Actualmente la cooperación española les está 
donando aparatos industriales y la directora nos decía que no sabían dónde ponerlos porque como 
anularon el área de panadería no hay espacio. Se pierde el gimnasio y el amplio salón de visitas. La 
Unidad 5 es muy compleja porque necesita mucho espacio para trabajar, pero los ha perdido. 


Por otro lado, con respecto al lugar definitivo no puedo dar una opinión acabada porque 
todavía está en obras. Se está intentando que tengan el menor contacto posible, pero claramente los 
pisos quedan muy cerca. Se va a tratar de que la revisoría tenga una especie de anexo para que la 
entrada sea independiente, pero creo que esa cercanía es algo difícil de solucionar. En las reuniones 
que he tenido con algunas ONG durante algún seminario, he tratado que no se diera una perspectiva 
deprimente sobre el tema. En una ocasión la conclusión era muy triste porque la experiencia de 
El Molino se terminaba. Vi el informe de salud pública y coincido con el argumento de que el edificio 
tenía defectos importantes, pero lo que más me preocupa no es que cambie el lugar físico sino a dónde 
va a ser llevado ese centro. Creo que es cierto, que probablemente había cumplido su ciclo edilicio, 
pero el lugar al que va no es el adecuado. Entonces, para que no quede la idea de algo deprimente y 
para que no se diga que está todo mal, que una vez que se juntan los vecinos, las ONG, las personas 
vinculadas a las políticas sociales, los voluntarios, etcétera, y desarrollan una actividad de apoyo a las 
madres con hijos privadas de libertad, nada se puede hacer, me parece importante señalar que esto es 
transitorio y pensar cómo debería ser el lugar adecuado. En esa reunión que, como decía, 
pretendemos realizar, habría que establecer cuáles deben ser las líneas de diseño de ese lugar 
adecuado y tomar nota de los que nos digan las ONG, Uruguay Crece Contigo, el Sistema Nacional de 
Cuidados, el Ministerio de Desarrollo Social, la gente que está trabajando en el área de salud mental y 
de primera infancia de la Universidad de la República, etcétera. Asimismo, habría que elaborar una 
guía de recomendaciones, y esperar a encontrar un lugar adecuado, que me imagino como un grupo 
de casas en medio de un lugar parquizado, con los debidos controles y vigilancia para los casos de 
particular gravedad delictual, pero apto para la crianza y que permita, a su vez, que las madres no 
estén totalmente dependientes de sus hijos y que puedan enviarlos a una guardería mientras ellas se 
capacitan, estudian o se preparan para trabajar. 


Entonces, hay que tratar de mirar hacia adelante y tomar esto como transitorio. Las señales 
edilicias no son buenas; creo que si van hoy —como fui yo ayer— van a ver un panorama todavía más 
preocupante que el de la primera vez. Ojalá me equivoque y esto funcione bien, pero mientras tanto me 
parece que está bueno pensar hacia adelante y, en todo caso, utilizar la experiencia de tratamiento 
grupal que se armó en El Molino para sentar las bases de lo que debería ser una solución definitiva. A 


su vez, deberemos seguir dialogando con las autoridades, con quienes hemos mantenido un diálogo 
sobre este tema que nos inquieta a todos. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Es un placer compartir este rato con el comisionado. Tuvimos la oportunidad de 
conocerlo en Minas cuando fue a visitar la cárcel de Campanero. Me parece que, como adelanto, nos 
está proporcionando un muy buen informe para empezar a trabajar y tener una visión más cercana de 
la situación carcelaria, que además es bien disímil en cada departamento y en cada localidad. 


En esa oportunidad le comentábamos que veíamos con preocupación la reincidencia en el 
delito y uno de los puntos del informe tiene que ver con eso. En las pequeñas localidades es mucho 
más difícil que una persona privada de libertad que retoma su libertad pueda ser tomada en algún 
trabajo, más aún cuando se trata de una situación económica compleja y tiene que sustentar una 
familia. En ese sentido, nos parecía que se podía conseguir que un porcentaje de los eventuales que 
contratan las intendencias fuera para estas personas. Se vería cuál modalidad de contrato es la mejor, 
pero, con evaluación, se podría hacer esto por lo menos por un tiempo, como forma de paliar en algo la 
situación de quienes retoman la libertad. Teníamos la idea de plantear esto en el Congreso de 
Intendentes para ver qué opinión tenían, porque sabemos que hay experiencias en ese sentido con 
organismos del Gobierno nacional, incluso con gente que está pagando su pena. Lo que proponíamos 
nosotros es para después de liberados, en esos meses en los que es casi imposible que la persona se 
reinserte en el trabajo porque, reitero, en las localidades pequeñas nos conocemos todos y es muy 
complejo para quien sale de esta situación, por lo que muchas veces se encuentra con que no tiene 
otra alternativa que volver a delinquir. 


Reitero que nos parece que el Congreso de Intendentes podría tomar el tema y no sé si el 
señor comisionado tuvo la posibilidad de plantearlo. Si no fue así, me parece que sería un tema 
pendiente. 


SEÑOR PETIT.- Efectivamente estuve con el señor diputado haciendo la recorrida por Minas en el mes 
de enero. Traté de hacerla con el mismo espíritu que tuve cuando me reuní con el intendente de 
Montevideo, en el sentido de tratar de que la cárcel sea un barrio más de la ciudad, donde hay 
ciudadanos que son iguales a los demás y deben integrarse armoniosamente. La intendencia, sobre 
todo en los lugares donde hay localidades de cercanía, puede hacer muchas cosas. 


Algunas intendencias tuvieron experiencias muy positivas. Por ejemplo, el intendente de Salto 
logró una experiencia muy buena con sus internos. Esa cárcel tenía un desarrollo muy interesante, 
más allá de sus grandes deficiencias edilicias. Es una cárcel muy vieja y hay que luchar con una 
estructura edilicia que realmente es muy complicada, pero que con esfuerzo, cabeza y buena voluntad 
del director, del equipo de la institución y muchas veces de los socios externos de la comunidad, se 
logró desarrollar un programa. Se ha empleado a personas privadas de libertad —hombres y mujeres— 
para prestar funciones en la intendencia. No pude estar en la intendencia de Durazno, pero me dijeron 
que van en ese mismo camino. Algo similar ocurre en alguna otra intendencia. 


Pedí una entrevista con el Congreso de Intendentes. Si bien los últimos acontecimientos 
climáticos complicaron un poco la agenda, creo que es una puerta importante y una señal más que 
positiva de integración. Por lo tanto, seguiremos en esa línea. 


SEÑOR ABDALA.- Con respecto al tema del Comcar, el doctor Petit habló de la constitución de un 
grupo en el Ministerio del Interior. No me quedó claro si es especificamente con relación a los episodios 
mencionados, es decir si se conformó para atender esta emergencia, o si tiene un carácter más 
general. 


SEÑOR PETIT.- Tengo entendido que se ha conformado una especie de comité de crisis integrado por 
representantes de la dirección general del ministerio, del INR y por responsables del Comcar, para ver 
qué medidas tomar para encarar esta situación. Se han realizado algunas reuniones en el 
establecimiento y en el ministerio “donde se tomaron algunas medidas— y me dijeron que me iban a 
invitar para comentarme dichas medidas, a raíz del constante diálogo que tenemos tanto con el director 
del INR como como con el propio establecimiento. Les he planteado que me gustaría tener una reunión 


con los funcionarios policiales y los de la Guardia Republicana porque en el informe hay un punto muy 
sensible que es el del ingreso a la visita. Los sábados y domingos ingresan mil personas por día al 
Comcar —esto también ocurre en los otros establecimientos grandes— y se vive una situación muy 
tensa. Los familiares esperan muchas horas para entrar; algunos van de madrugada. No lo puse en el 
informe, pero hay un mercado negro funcionando con gente que vende su lugar en la cola por $ 400 o 
$ 500 a las personas que van a visitar a sus familiares. No hay una pauta clara ni un listado de qué se 
puede entrar y qué no. Por estas razones quiero reunirme con los funcionarios del lugar y los de la 
Guardia Republicana para que entiendan cuál es nuestra tarea y la función que cumplimos de 
protección de los derechos de todos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 18:24). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


